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Expediente Nº: E/06460/2016

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las actuaciones practicadas por la Agencia Española de Protección de Datos ante 
la  COMUNIDAD DE PROPIETARIOS XXXX  en virtud  de denuncia presentada por  Dª. 
A.A.A. y teniendo como base los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Fecha de entrada de la denuncia: 13 de septiembre de 2016 

Denunciante: A.A.A.

Denuncia a: COMUNIDAD DE PROPIETARIOS XXXX

Por  los  siguientes  hechos  según  manifestaciones  del  denunciante:  Su  familia  ha  sido 
grabada por la Comunidad de Propietarios acusando a su marido de desperfectos en una 
puerta, sin conocer el lugar de la instalación de las cámaras, número de cámaras ni cuándo 
han comenzado a grabar. 

Y, entre otra, anexa la siguiente documentación:

 Carta  dirigida  a  la  denunciante  por  parte  del  presidente  de  la  Comunidad  de 
Propietarios  informándole  de  que  “como  consecuencia  de  la  colocación  de  la  
cámara de seguridad en las zonas comunes se puede advertir como Don  B.B.B. 
golpea en repetidas ocasiones y diferentes días la puerta contra incendios …”

 Acta de Junta General Ordinaria  de fecha 18/11/2015 en la que se aprueba la 
instalación del sistema de videovigilancia, que se realizará cuando la comunidad 
posea disponibilidad económica.

SEGUNDO: Tras la recepción de la denuncia la Subdirección General de Inspección de 
Datos  procedió  a  la  realización  de   actuaciones  previas  de  investigación para  el 
esclarecimiento  de  los  hechos  denunciados,  teniendo  conocimiento  de  los  siguientes 
extremos:

1. Respecto de los lugares donde se encuentran ubicadas las cámaras de 
videovigilancia: Se encuentra instalada una única cámara. 

Aportan plano del lugar donde se ubica la cámara y fotografía de la misma. Se trata 
de una cámara oculta tipo minidomo OC-PIR-2HAC 1, situada en el rellano de la primera 
planta de la Comunidad de Propietarios.

Aportan también fotografías de las imágenes captadas tal cual se visualizan en el 
monitor. Recoge una pared y parte de una puerta.

La cámara no tiene zoom.
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2. No tienen instaladas cámaras en el exterior. 

3. Los motivos de la  instalación fueron los actos vandálicos que sufrió  la 
Comunidad a finales del 2015 en relación con una puerta anti-incendios 
que da acceso a los garajes comunitarios.  En  acta de Junta General 
Ordinaria   de  fecha  18/11/2015  se  aprueba  la  instalación,  por 
unanimidad de los asistentes, del sistema de videovigilancia, indicándose 
en la misma “debido a los continuos actos vandálicos sufridos en algunas  
zonas de la comunidad”.

4. La instalación la realizó una empresa de seguridad homologada con el 
número 3550 (DOMOACTIVA SISTEMA DE SEGURIDAD SL) de forma 
gratuita en deferencia al contrato suscrito con la Mancomunidad Conjunto 
inmobiliario Jardines de Torre Atalaya,  complejo inmobiliario  del  que la 
Comunidad de propietarios forma parte.

Adjunta copia del contrato suscrito entre DOMOACTIVA SISTEMA DE SEGURIDAD 
SL y la Comunidad de Propietarios, así como el suscrito con la Mancomunidad.

5. Respecto  de  la  información  facilitada  sobre  la  existencia  de  cámaras, 
aportan fotografías de dos carteles donde se informa de la existencia de 
cámaras de videovigilancia. 

Los dos carteles se encuentran en los dos accesos a la Comunidad (acceso desde los 
garajes y puerta de entrada a la Comunidad), y fueron colocados en el mismo día de la  
instalación de la cámara oculta.

El responsable ante el que ejercitar los derechos indican que es ADMINISTRACION 
DE FINCAS MALAGA, SL (C/...1). 

6. Respecto  de  las  personas  que  pueden  acceder  al  sistema  de 
videovigilancia, manifiestan que exclusivamente la empresa de seguridad 
contratada y el  presidente de la  Comunidad.  Solo se han utilizado las 
imágenes grabadas en una ocasión, en el juicio contra el vecino D. B.B.B. ( 
atestado ***/16).

7. El sistema almacena las imágenes en un disco duro durante 25 días. La 
solicitud de inscripción del fichero en el Registro General de Protección de 
Datos de esta Agencia lleva el ID ********* realizada el 27/01/2017.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

Es competente para resolver la Directora de la Agencia Española de Protección de 
Datos, conforme a lo establecido en el artículo 37.d) en relación con el artículo 36, ambos 
de la Ley Orgánica 15/1999,  de 13 de diciembre,  de Protección de Datos de Carácter 
Personal (en lo sucesivo LOPD).
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El artículo 126.1, apartado segundo, del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, 
por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de protección de datos de carácter personal establece:

Si de las actuaciones no se derivasen hechos susceptibles de motivar la imputación de infracción  
alguna, el Director de la Agencia Española de Protección de Datos dictará resolución de archivo que se  
notificará al investigado y al denunciante, en su caso.

II

Con carácter  previo,  procede  situar  la  materia  de  videovigilancia  en  su  contexto 
normativo.

Así el artículo 1 de la LOPD dispone:  “La presente Ley Orgánica tiene por objeto 
garantizar  y  proteger,  en  lo  que concierne al  tratamiento  de los  datos  personales,  las  
libertades públicas y los derechos fundamentales de las personas físicas, y especialmente  
de su honor e intimidad personal y familiar”

En cuanto al ámbito de aplicación de la LOPD, el artículo 2.1  de la misma señala: “La 
presente Ley Orgánica será de aplicación a los datos de carácter personal registrados en  
soporte físico que los haga susceptibles de tratamiento, y a toda modalidad de uso posterior  
de estos datos por los sectores público y privado”, definiéndose el concepto de dato de 
carácter personal en el apartado a) del artículo 3 de la LOPD, como “Cualquier información 
concerniente a personas físicas identificadas o identificables”.

El artículo 3 de la LOPD define en su letra c) el tratamiento de datos como aquellas 
“operaciones y procedimientos técnicos de carácter automatizado o no, que permitan la  
recogida, grabación, conservación, elaboración, modificación, bloqueo y cancelación, así  
como las cesiones de datos que resulten de comunicaciones, consultas, interconexiones y 
transferencias”.

El artículo 5.1. f)  del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
protección  de  datos  de  carácter  personal,  define  datos  de  carácter  personal  como: 
“Cualquier información numérica, alfabética, gráfica, fotográfica, acústica o de cualquier otro  
tipo, concerniente a personas físicas identificadas o identificables”.

En este mismo sentido se pronuncia el  artículo 2.a)  de la Directiva 95/46/CE del 
Parlamento  y  del  Consejo,  de 24 de octubre  de 1995,  relativa  a  la  Protección de las 
Personas  Físicas  en  lo  que  respecta  al  tratamiento  de  datos  personales  y  a  la  libre 
circulación de estos datos, según el cual, a efectos de dicha Directiva, se entiende por dato 
personal  “toda  información  sobre  una  persona  física  identificada  o  identificable;  se  
considerará  identificable  toda  persona  cuya  identidad  pueda  determinarse,  directa  o  
indirectamente,  en  particular  mediante  un  número  de  identificación  o  uno  o  varios  
elementos  específicos,  característicos  de  su  identidad  física,  fisiológica,  psíquica, 
económica, cultural o social”. Asimismo, el Considerando 26 de esta Directiva se refiere a 

C/ Jorge Juan, 6 www.agpd.es
28001 – Madrid sedeagpd.gob.es



4/19

esta cuestión señalando que,  para determinar  si  una persona es identificable,  hay que 
considerar el  conjunto de los medios que puedan ser  razonablemente utilizados por  el 
responsable del tratamiento o por cualquier otra persona para identificar a aquélla. 

La  Exposición de Motivos  de la  Instrucción 1/2006,  de 8  de noviembre,  de esta 
Agencia Española de Protección de Datos, relativa al tratamiento de los datos con fines de 
videovigilancia  señala  que:  “La  seguridad  y  la  vigilancia,  elementos  presentes  en  la  
sociedad actual, no son incompatibles con el derecho fundamental a la protección de la  
imagen como dato personal, lo que en consecuencia exige respetar la normativa existente  
en materia de protección de datos,  para de esta manera mantener la  confianza de la 
ciudadanía en el sistema democrático”. Sigue señalando: “Las imágenes se consideran un 
dato de carácter personal, en virtud de los establecido en el artículo 3 de la Ley Orgánica  
15/1999…”.

La garantía  del  derecho a  la  protección de datos,  conferida  por  la  normativa  de 
referencia,  requiere  que  exista  una  actuación  que  constituya  un  tratamiento  de  datos 
personales en el sentido expresado. En otro caso las mencionadas disposiciones no serán 
de aplicación.  

Por su parte, la citada Instrucción 1/2006,  dispone en su artículo 1.1  lo siguiente:

“1. La presente Instrucción se aplica al tratamiento de datos personales de imágenes  
de  personas  físicas  identificadas  o  identificables,  con  fines  de  vigilancia  a  través  de  
sistemas de cámaras y videocámaras.

El  tratamiento  objeto  de  esta  Instrucción  comprende  la  grabación,  captación,  
transmisión,  conservación,  y  almacenamiento  de  imágenes,  incluida  su  reproducción  o  
emisión  en  tiempo  real,  así  como  el  tratamiento  que  resulte  de  los  datos  personales  
relacionados con aquéllas.

Se considerará identificable una persona cuando su identidad pueda determinarse  
mediante los tratamientos a los que se refiere la presente instrucción, sin que ello  requiera  
plazos o actividades desproporcionados.

Las  referencias  contenidas  en  esta  Instrucción  a  videocámaras  y  cámaras  se  
entenderán hechas también a cualquier medio técnico análogo y, en general, a cualquier  
sistema que permita los tratamientos previstos en la misma.” 

La  Instrucción 1/2006 en su artículo 2 establece lo siguiente: 

“1. Sólo será posible el tratamiento de los datos objeto de la presente instrucción,  
cuando se encuentre amparado por lo dispuesto en el artículo 6.1 y 2 y el  artículo 11.1 y 2  
de la Ley Orgánica 15/1999,  de 13 de diciembre,  de Protección de Datos de Carácter  
Personal. 

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior la instalación de cámaras y  
videocámaras deberá respetar en todo caso los requisitos exigidos por la legislación vigente 
en la materia.”
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De lo anteriormente expuesto se desprende que el concepto de dato personal, según 
la definición de la LOPD, requiere la concurrencia de un doble elemento: por una parte, la 
existencia de una información o dato y, por otra, que dicho dato pueda vincularse a una 
persona  física  identificada o  identificable,  por  lo  que la  imagen de  una  persona  física 
identificada o identificable constituye un dato de carácter personal. 

III

En  el  presente  expediente  Dª.  A.A.A. denuncia  la  existencia  de  un  sistema  de 
videovigilancia  en la COMUNIDAD DE PROPIETARIOS XXXX que pudiera  vulnerar  la 
normativa de protección de datos. Asimismo, manifiesta que la Comunidad ha aportado las 
grabaciones efectuadas por la cámara ante la Dirección General de la Policía, como prueba 
de un incidente ocurrido en la puerta contra incendios y dando lugar a la Sentencia **** del 
Juzgado de Instrucción nº 4 de Málaga, de fecha 30 de noviembre del 2016. 

Dado  que  el  sistema  de  videovigilancia  está  instalado  en  una  Comunidad  de 
Propietarios,  procede  en  primer  lugar,   establecer  los  requisitos  necesarios  para  su 
instalación verificando si se ha procedido al cumplimiento de los mismos. 

Así la instalación de cámaras de videovigilancia en el caso de una comunidad de 
propietarios con el fin de evitar determinadas situaciones de inseguridad para los residentes 
o sus visitantes, ha de ser una medida proporcional en relación con la infracción que se 
pretenda evitar y en ningún caso, debe suponer el medio inicial para llevar a cabo funciones 
de vigilancia, por lo que desde un punto de vista objetivo, la utilización de estos sistemas 
debe ser proporcional al fin perseguido, que en todo caso deberá ser legítimo. 

En cuanto a la proporcionalidad, tal y como señala la propia Instrucción, la Sentencia 
del Tribunal Constitucional 207/1996 determina que se trata de “una exigencia común y 
constante  para  la  constitucionalidad  de  cualquier  medida  restrictiva  de  derechos 
fundamentales, entre ellas las que supongan una injerencia en los derechos a la integridad 
física y a la intimidad, y más en derechos a la integridad física y a la intimidad, y más en 
particular de las medidas restrictivas de derechos fundamentales adoptadas en el curso de 
un  proceso  penal  viene  determinada  por  la  estricta  observancia  del  principio  de 
proporcionalidad”.

Así,  el  artículo  4  de  la  Instrucción  1/2006  recoge  los  principios  de  calidad, 
proporcionalidad y finalidad del tratamiento estableciendo lo siguiente:

“1.- De conformidad con el artículo 4 de la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre, 
de Protección de Datos de Carácter Personal, las imágenes sólo serán tratadas cuando 
sean adecuadas, pertinentes y no excesivas en relación con el ámbito  y las finalidades 
determinadas, legítimas y explícitas, que hayan justificado la instalación de las cámaras o 
videocámaras.

2.- Sólo se considerará admisible la instalación de cámaras o videocámaras cuando la 
finalidad de vigilancia no pueda obtenerse mediante otros medios que, sin exigir esfuerzos 
desproporcionados, resulten menos intrusivos para la intimidad de las personas y para su 
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derecho a la protección de datos de carácter personal.

3.- Las cámaras y videocámaras instaladas en espacios privados no podrán obtener 
imágenes  de  espacios  públicos  salvo  que  resulte  imprescindible  para  la  finalidad  de 
vigilancia  que  se  pretende,  o  resulte  imposible  evitarlo  por  razón  de  la  ubicación  de 
aquéllas. En todo caso deberá evitarse cualquier tratamiento de datos innecesario para la 
finalidad perseguida.”

En este sentido, si la finalidad de la instalación de cámaras de videovigilancia tiene 
como objetivo controlar por ejemplo, determinados actos de vandalismo, robos o acciones 
violentas  que  vienen  siendo  habituales  en  la  finca, en  principio,  la  medida  podría 
considerarse idónea, necesaria y proporcional, siempre y cuando se limitase estrictamente 
a esa finalidad. 

En el caso que nos ocupa, los motivos de la instalación fueron los actos vandálicos 
que sufrió la Comunidad a finales del 2015, en relación con una puerta anti-incendios que 
da acceso a los garajes comunitarios. 

Además,  es  necesario  indicar,  que  el  tratamiento  de las  imágenes por  parte  del 
responsable del tratamiento, en este caso la Comunidad de Propietarios, le obliga a cumplir 
con el  deber de informar a los afectados, en los términos establecidos en el artículo 5.1 de 
la LOPD,  que dispone lo siguiente:

“1. Los interesados a los que se soliciten datos personales deberán ser previamente  
informados de modo expreso, preciso e inequívoco:

a) De la existencia de un fichero o tratamiento de datos de carácter personal, de la  
finalidad de la recogida de éstos y de los destinatarios de la información.

b) Del carácter obligatorio o facultativo de su respuesta a las preguntas que les sean  
planteadas.

c)  De  las  consecuencias  de  la  obtención  de  los  datos  o  de  la  negativa  a  
suministrarlos.

d) De la posibilidad de ejercitar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y  
oposición.

e) De la identidad y dirección del responsable del tratamiento o, en su caso, de su  
representante.

Cuando el responsable del tratamiento no esté establecido en el territorio de la Unión  
Europea y utilice en el tratamiento de datos medios situados en territorio español, deberá  
designar,  salvo que tales medios se utilicen con fines de tránsito,  un representante en  
España,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  pudieran  emprenderse  contra  el  propio  
responsable del tratamiento”.

La obligación que impone este artículo 5 es, por tanto, la de informar al afectado en la 
recogida de datos, pues sólo así queda garantizado el derecho del afectado a tener una 
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apropiada información y a consentir o no el tratamiento, en función de aquélla. 

En cuanto al modo en que hay de facilitarse la información recogida en el artículo 5 de 
la LOPD, debe tenerse en cuenta el artículo 3 de la Instrucción 1/2006, que establece lo 
siguiente:

“Los responsables que cuenten con sistemas de videovigilancia deberán cumplir con  
el deber de información previsto en el artículo 5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de  
diciembre. A tal fin deberán:

a) Colocar, en las zonas videovigiladas, al menos un distintivo informativo ubicado en  
lugar suficientemente visible, tanto en espacios abiertos como cerrados y

b) Tener a disposición de los/las interesados/as impresos en los que se detalle la  
información prevista en el artículo 5.1 de la Ley Orgánica 15/1999.

El contenido y el diseño del distintivo informativo se ajustará a lo previsto en el Anexo  
de esta Instrucción.”

 “ANEXO- 

1. El distintivo informativo a que se refiere el artículo 3.a) de la presente Instrucción  
deberá de incluir una referencia a la «LEY ORGÁNICA 15/1999, DE PROTECCIÓN DE 
DATOS»,  incluirá una mención a la  finalidad para la  que se tratan los datos («ZONA  
VIDEOVIGILADA»), y una mención expresa a la identificación del responsable ante quien 
puedan ejercitarse los derechos a los que se refieren los artículos 15 y siguientes de la Ley  
Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal.” 

En el caso que nos ocupa, se aporta por la Comunidad fotografías de la existencia de 
cartel  informativo  de  la  existencia  de  las  cámaras,  ubicado  en  los  dos  accesos  a  la 
Comunidad (acceso  desde los  garajes  y  puerta  de entrada  a  la  Comunidad).   Dichos 
carteles son acordes al que hace referencia el citado artículo 3.a) de la Instrucción 1/2006, 
en relación al artículo 5 de la LOPD. 

Por  otro lado,  respecto al  deber de inscripción de ficheros,  el  artículo 26.1 de la 
LOPD,  recoge lo siguiente:

“1.  Toda persona o  entidad  que proceda  a  la  creación de ficheros  de datos  de  
carácter personal lo notificará previamente a la Agencia  de Protección de Datos”

El responsable del fichero es el  titular del  fichero que contiene datos de carácter 
personal. Sobre él van a recaer las obligaciones que establece la LOPD. . El responsable 
del fichero, antes de disponerse a someter datos personales a tratamiento, deberá cumplir 
con los requisitos de la normativa de protección de datos, teniendo en cuenta su naturaleza 
y la naturaleza de los datos que va a someter a tratamiento.

El  apartado  d)  del  artículo  3  de  la  LOPD  define  al  responsable  del  fichero  o 
tratamiento  como aquella  persona  física  o  jurídica,  de  naturaleza  pública  o  privada,  u 
órgano administrativo que decida sobre la finalidad, contenido y uso del tratamiento. El 
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artículo 43 de la LOPD sujeta a su régimen sancionador precisamente al responsable del 
fichero o tratamiento.

El  reglamento de desarrollo de la  LOPD, aprobado por RD 1720/2007,  de 21 de 
diciembre, complementa esta definición  en el apartado q) del artículo 5, en el que señala lo 
siguiente: 

“q) Responsable del fichero o del tratamiento: Persona física o jurídica, de naturaleza  
pública o privada, u órgano administrativo, que solo o conjuntamente con otros decida sobre 
la finalidad, contenido y uso del tratamiento, aunque no lo realizase materialmente.

Podrán  ser  también  responsables  del  fichero  o  del  tratamiento  los  entes  sin  
personalidad jurídica que actúen en el tráfico como sujetos diferenciados”.

El responsable del fichero es, en suma, quien debe garantizar el derecho fundamental 
de protección de datos personales de todas las personas cuyos datos almacena. Por ello, 
va a estar obligado a llevar a cabo una serie de actuaciones dirigidas a la protección de los 
datos, a su integridad y a su seguridad.

El  responsable debe notificar  su fichero a la  Agencia Española de Protección de 
Datos,  que  dispondrá  inscribirlo  en  el  Registro  General  de  Protección  de  Datos.  La 
notificación de inscripción del fichero facilitará que terceros puedan conocer que se está 
produciendo  un  tratamiento  con  una  finalidad  determinada  y  los  afectados  tendrán  la 
oportunidad de ejercitar sus derechos ante el responsable.

Además este es el criterio que se hace constar en la Instrucción 1/2006 , al señalar en 
su  artículo  7  que “1-La  persona  o  entidad  que  prevea  la  creación  de  ficheros  de  
videovigilancia  deberá notificarlo  previamente  a  la  Agencia  Española  de Protección de  
Datos, para su inscripción en el Registro General de la misma.

Tratándose de ficheros de titularidad pública deberá estarse a lo establecido en el  
artículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre de Protección de Datos de  
Carácter Personal.

2.-A  estos  efectos,  no  se  considerará  fichero  el  tratamiento  consistente  
exclusivamente en la reproducción o emisión de imágenes en tiempo real.”

En el  caso  que  nos ocupa,  consta  la  inscripción  por  parte  de  la  Comunidad  de 
Propietarios denunciada, del fichero denominado “Videovigilancia”, en el Registro General 
de la Agencia Española de Protección de Datos.

Por otro lado, señalar que la decisión de la instalación de las cámaras en el recinto de 
una  Comunidad  de  Vecinos  debe  ser  aprobado  por  la  Junta  de  Propietarios,  según 
establece la Ley 49/1960, de 21 de julio de Propiedad Horizontal. 

Así, el artículo 2 de la citada Ley 49/1960, dispone en lo que se refiere a su ámbito de 
aplicación:

“Esta Ley será de aplicación:
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a) A las comunidades de propietarios constituidas con arreglo a lo dispuesto en el  
artículo 5.

b) A las comunidades que reúnan los requisitos establecidos en el  artículo 396 del  
Código Civil y no hubiesen otorgado el título constitutivo de la propiedad horizontal.

Estas comunidades se regirán, en todo caso, por las disposiciones de esta Ley en lo  
relativo al régimen jurídico de la propiedad, de sus partes privativas y elementos comunes,  
así como en cuanto a los derechos y obligaciones recíprocas de los comuneros.

c) A los complejos inmobiliarios privados, en los términos establecidos en esta Ley.

d) A las subcomunidades, entendiendo por tales las que resultan cuando, de acuerdo  
con  lo  dispuesto  en  el  título  constitutivo,  varios  propietarios  disponen,  en  régimen  de  
comunidad,  para  su  uso  y  disfrute  exclusivo,  de  determinados  elementos  o  servicios  
comunes dotados de unidad e independencia funcional o económica.

e) A las entidades urbanísticas de conservación en los casos en que así lo dispongan  
sus estatutos”.

 Mientras que el artículo 14 de la misma Ley 49/1960,  establece que: “Corresponde a 
la Junta de propietarios: (…)

d) Aprobar o reformar los estatutos y determinar las normas de régimen interior.

e) Conocer y decidir en los demás asuntos de interés general para la comunidad,  
acordando las medidas necesarios o convenientes para el mejor servicio común.”

El artículo 17 de la citada Ley, regula el quorums y régimen de la aprobación de 
acuerdos  por  la  Junta  de  Propietarios  señalando  que:  “Los  acuerdos  de  la  Junta  de 
propietarios se sujetarán a las siguientes normas:

“3. El establecimiento o supresión de los servicios de portería, conserjería, vigilancia u  
otros  servicios  comunes  de  interés  general,  supongan  o  no  modificación  del  título  
constitutivo o de los estatutos, requerirán el voto favorable de las tres quintas partes del  
total de los propietarios que, a su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas de  
participación.

Idéntico régimen se aplicará al arrendamiento de elementos comunes que no tengan  
asignado un uso específico en el inmueble y el establecimiento o supresión de equipos o  
sistemas, no recogidos en el  apartado 1, que tengan por finalidad mejorar la eficiencia  
energética o hídrica del inmueble. En éste último caso, los acuerdos válidamente adoptados 
con arreglo a esta norma obligan a todos los propietarios. No obstante, si los equipos o  
sistemas tienen un aprovechamiento privativo, para la adopción del acuerdo bastará el voto  
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favorable de un tercio de los integrantes de la comunidad que representen, a su vez, un  
tercio de las cuotas de participación, aplicándose, en este caso, el sistema de repercusión  
de costes establecido en dicho apartado.(…)

8. Salvo en los supuestos expresamente previstos en los que no se pueda repercutir el  
coste de los servicios a aquellos propietarios que no hubieren votado expresamente en la  
Junta a favor del acuerdo, o en los casos en los que la modificación o reforma se haga para  
aprovechamiento  privativo,  se computarán  como  votos  favorables  los  de  aquellos  
propietarios ausentes de la Junta, debidamente citados, quienes una vez informados del  
acuerdo adoptado por los presentes, conforme al procedimiento establecido en el artículo 9,  
no manifiesten su discrepancia mediante comunicación a quien ejerza las funciones de 
secretario de  la  comunidad en  el  plazo  de  30 días  naturales,  por  cualquier  medio  que 
permita tener constancia de la recepción.

9. Los acuerdos válidamente adoptados con arreglo a lo dispuesto en este artículo  
obligan a todos los propietarios.(…)”

En el caso que nos ocupa, en acta de Junta General Ordinaria  de fecha 18/11/2015 
se aprueba la instalación, por unanimidad de los asistentes, del sistema de videovigilancia, 
indicándose en la misma “debido a los continuos actos vandálicos sufridos en algunas 
zonas de la comunidad”.

IV

A la vista de lo expuesto, en primer lugar cabe decir que, el sistema de videovigilancia 
instalado  cumple  todos  los  requisitos  establecidos  en  materia  de  protección  de  datos, 
habiendo sido aprobado por la Junta de Propietarios reunida al  efecto en fecha 18 de 
noviembre de 2015. Por lo tanto, con la autorización de instalación de las cámaras, los 
propietarios de dicha Comunidad autorizan y legitiman  la captación de las imágenes de 
todos los vecinos que la integran, entre los que se incluye la denunciante. 

Una vez analizado el deber de información e inscripción de fichero, debe entrarse en 
la cuestión relativa a la aportación de las grabaciones a procedimiento judicial.  En este 
caso, la controversia se refiere a la aportación de la grabación por parte de la Comunidad 
de Propietarios, de las imágenes captadas por el sistema de videovigilancia instalado en la 
misma, dentro de los medios de prueba en procedimientos jurisdiccionales, para la defensa 
de  sus  intereses  legítimos,  como  prueba  de  los  incidentes  ocurridos  en  la  puerta 
contraincendios. 

Por  tanto,  hemos  de  estudiar  las  implicaciones  que  lo  denunciado  presenta  al 
respecto del derecho a la protección de datos en relación con el derecho a la tutela judicial 
efectiva de los protagonistas, por lo que partiremos de un análisis general relativo a la 
conexión de dichos derechos.  Así,  al  respecto del  derecho a la  tutela judicial  efectiva, 
nuestra norma suprema en el artículo 24 de la Constitución Española, en sus apartados 1 y 
2, dispone lo siguiente: 

“1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y 
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tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que en ningún caso, 
pueda producirse indefensión. 

2. Asimismo, todos tienen derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para su 
defensa.”

Así, constitucionalmente se consagra el derecho de los ciudadanos, ya sean personas 
físicas o jurídicas, a la tutela judicial efectiva y al derecho a utilizar los medios de prueba 
que consideren adecuados para el sostenimiento de su pretensión. Sin embargo, de dicha 
previsión, surge una colisión entre el derecho a la protección de datos de carácter personal 
y el derecho a la tutela judicial efectiva de los jueces y tribunales referida, contenido en el 
artículo 24 de la Constitución, anteriormente trascrito, dadas a los bienes jurídicos afectados 
en su aplicación.

Por ello, ante tales situaciones, el Legislador ha creado un sistema en que el derecho 
a la protección de datos de carácter personal cede en aquellos supuestos en que el propio 
Legislador (constitucional u ordinario) haya considerado la existencia de motivos razonados 
y fundados que justifiquen la necesidad del tratamiento de los datos, incorporando dichos 
supuestos a normas de, al menos, el mismo rango que la que regula la materia protegida. 

En efecto, la exigibilidad del consentimiento del titular de los datos que pudieran ser 
objeto de un tratamiento en un procedimiento judicial, para dicho tratamiento de sus datos, 
supondría dejar a disposición de aquel el almacenamiento de la información necesaria para 
que una persona pueda ejercer, en plenitud, su derecho a la tutela judicial efectiva. Así, 
ante la admisión como prueba por el tribunal, la falta de estos datos o la dependencia en su 
aplicación a quien manejara la titularidad del dato,  implicaría, lógicamente, una merma en 
la posibilidad de aportación por el interesado de “los medios de prueba pertinentes para su  
defensa”, vulnerándose  otra  de  las  garantías  derivadas  del  citado  derecho  a  la  tutela 
efectiva y coartándose la posibilidad de obtener el pleno desenvolvimiento de este derecho. 

Tal y como sostiene reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional (por todas, 
STC 186/2000, de 10 de julio, con cita de otras muchas) "el derecho a la intimidad no es  
absoluto,  como no lo es ninguno de los derechos fundamentales,  pudiendo ceder ante  
intereses  constitucionalmente  relevantes,  siempre  que  el  recorte  que  aquél  haya  de  
experimentar se revele como necesario para lograr el fin legítimo previsto, proporcionado  
para alcanzarlo y, en todo caso, sea respetuoso con el contenido esencial del derecho". 

Por otro lado, junto a lo dispuesto en el artículo 6.2 de la LOPD, el artículo 11 de la 
LOPD, recoge otras excepciones,  a la exigencia del consentimiento:

“1.-  Los  datos  de  carácter  personal  objeto  de  tratamiento  sólo  podrán  ser  
comunicados a un tercero para el cumplimiento de fines directamente relacionados con las  
funciones  legítimas  del  cedente  y  del  cesionario  con  el  previo  consentimiento  del  
interesado.

2.-El consentimiento exigido en el apartado anterior no será preciso:

a.-Cuando la cesión esté autorizada en una ley.(…)
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d.-Cuando la comunicación que deba efectuarse tenga  por destinatario al Defensor  
del Pueblo, el Ministerio Fiscal o los Jueces o Tribunales o el Tribunal de Cuentas, en el  
ejercicio de las funciones que tiene atribuidas.(…)”( el subrayado es de la Agencia Española 
de Protección de Datos).

En este sentido, entraría en liza lo dispuesto en el artículo 299 de la Ley 1/2000, de 7  
de enero de Enjuiciamiento Civil,  que admite la aportación como medio de prueba,  de 
medios de reproducción de imágenes que sean relevantes para el proceso. Así establece,  
el precitado artículo: 

“1. Los medios de prueba de que se podrá hacer uso en juicio son:

1. Interrogatorio de las partes.

2. Documentos públicos.

3. Documentos privados.

4. Dictamen de peritos.

5. Reconocimiento judicial.

6. Interrogatorio de testigos.

2.  También  se  admitirán,  conforme  a  lo  dispuesto  en  esta  Ley,  los  medios  de  
reproducción de la palabra, el sonido y la imagen, así como los instrumentos que permiten  
archivar y conocer o reproducir palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas llevadas  
a cabo con fines contables o de otra clase, relevantes para el proceso..

3.  Cuando  por  cualquier  otro  medio  no  expresamente  previsto  en  los  apartados  
anteriores de este artículo pudiera obtenerse certeza sobre hechos relevantes, el tribunal, a  
instancia de parte, lo admitirá como prueba, adoptando las medidas que en cada caso  
resulten necesarias”.

Por  lo  tanto,  en cuanto  a lo  aportado en un juicio,  dicho cuerpo legal  admite la 
aportación como medio de prueba de los medios de reproducción de la palabra, el sonido y 
la imagen, lo cual implica la posibilidad de tratamiento de datos dentro de dichas propuestas 
de prueba,  debiendo  ser  el  correspondiente  órgano jurisdiccional  quien se manifestara 
sobre la legitimidad de lo presentado. 

Además, hemos de tener en cuenta que,  la Audiencia Nacional en sentencia de 22 de 
octubre de 2010 (rec. 409/2009) nos dice, en  cuanto a la obtención de medios probatorios y 
su validez en el procedimiento, pese a no ser solicitadas ni obtenidas por vía judicial, lo 
siguiente:

“De un lado ha de tenerse en cuenta que una de las causas que excluye la necesidad  
de consentimiento para la cesión de datos personales es que la comunicación que deba  
efectuarse tenga por destinatarios a los Jueces o Tribunales (Art. 11.2.d ) LOPD). 
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Excepción en la que no es descabellado incluir aquellos supuestos en que se trata de  
pruebas que,  si  bien inicialmente  no han sido solicitadas por  el  Juez o  Tribunal,  sino  
aportadas  por  las  partes,  con  posterioridad  no  consta  que  las  mismas  hayan  sido  
rechazadas, sino incorporada por el Juez a las actuaciones, tal y como, parecer ser, y así  
se desprende del acta de juicio, ocurrió en el presente supuesto.

Por otra parte,  y si  bien es cierto que los procedimientos judiciales tampoco son  
ajenos a la normativa de protección de datos, tal y como indicamos en la SAN 9-10-2009  
(Rec.  37/2009  )  dado  que  el  derecho  de  protección  de  datos,  en  cuanto  derecho  
fundamental  y autónomo previsto en el  artículo 18.4 CE ,  vincula a todos los poderes  
públicos (Art. 53 CE ) y entre ellos al Poder Judicial, tal y como igualmente indica la STS  
18-9-2006 Rec. 274/2002 . Sin embargo dicha LOPD debe ser aplicada con gran cautela, y  
en la medida en que resulte compatible con las funciones propias (jurisdiccionales y no  
jurisdiccionales) de los referidos órganos judiciales, pues la singularidad de la actividad  
jurisdiccional y los intereses que en ella subyacen, exigen en ocasiones una limitación o  
modulación de los derechos y garantías de los ciudadanos. 

Además  de  que  el  sometimiento  de  los  ficheros  judiciales  a  la  LOPD  ha  de  
entenderse (según la misma SAN 9-10-2009 Rec. 37/2009 ) sin menoscabo de la función  
jurisdiccional y, por tanto, atinente a lo que debe considerarse como "aspecto accesorio" o  
administrativo de la función jurisdiccional, centrándonos concretamente en el procedimiento  
judicial,  existen  también  en  él  una  serie  de  intereses  y  garantías  que  ostentan  un 
trascendente valor en dicho proceso, tales como el del verdadero esclarecimiento de los  
hechos  o  el  legítimo ejercicio  del  derecho  de  defensa  de las  partes,  que han de  ser  
ponderados  en  aquellos  casos  en  que  dichos  intereses  y  garantías  confluyen  con  el  
derecho contemplado en el artículo 18.4 CE , hasta el punto de que pueden llegar a implicar  
una importante limitación de tal derecho de protección de datos personales.” 

En el caso que nos ocupa, el Administrador, en representación de la Comunidad de 
Propietarios estaba habilitado para presentar, ante el Juzgado la citada prueba videográfica, 
al existir una habilitación legal para ello, a tenor del artículo 11.2.d). Así la aportación de la 
prueba videográfica, tuvo como finalidad la defensa e intereses legítimos de la Comunidad 
de Propietarios sin que conste que no haya sido admitida por el Tribunal como prueba sino 
todo lo cotnrario. 

A este respecto, se debe traer a colocación la Sentencia del TS67/2014 de 28 enero, 
que recoge “la  STS 485/2013,  de 5 de  junio,  considera  que el  material  fotográfico y  
videográfico  obtenido  en  el  ámbito  público  y  sin  intromisión  indebida  en  la  intimidad  
personal o familiar tiene un valor probatorio innegable. La doctrina jurisprudencial de esta  
Sala en sentencias de 6 de mayo de 1993, 7 de febrero, 6 de abril, 31 de mayo de 1994, 18  
de diciembre de 1995, 27 de febrero de 1996, 5 de mayo de 1997, 968/1998 de 17 de julio,  
188/1999, de 15 de febrero, 1207/1999, de 23 de julio, 387/2001, de 13 de marzo, 27 de  
septiembre de 2002, 180/2012 de 14 de marzo, entre otras muchas)ha considerado legítima 
y no vulneradora de derechos fundamentales los espacios o vías públicas, estimando que la 
captación de imágenes de actividades que pueden ser constitutivas de acciones delictivas  
se encuentra autorizada por la ley en el curso de una investigación criminal, siempre que se  
limiten la grabación de lo que ocurre en espacios públicos fuera del recinto inviolable del  
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domicilio o de lugares específicos donde tiene lugar el ejercicio de la intimidad. (…). 

Por tanto, y en base a la doctrina y jurisprudencia instaurada dentro del ámbito de 
protección de datos vista, la aportación de los datos recabados, dentro de un procedimiento 
judicial no supone una vulneración de la LOPD, por lo que para este caso no cabría calificar 
como ilegítima la actuación del mismo.

V

Por otro lado, respecto a las manifestaciones realizadas por la denunciante relativas a 
que dicha cámara atenta a su derecho al  honor,  a la  intimidad personal  y a la  propia 
imagen, no cabe sino señalar a este respecto la sentencia 00137/2015, de fecha 22 de abril 
de 2015 del Juzgado de lo Penal Nº 1 de Vigo que recoge en su Fundamento de Derecho 
Primero:  (…)  “Existe  una  abundante  y  pacífica  jurisprudencia  que,  al  tratar  de  las  
grabaciones por vídeo, considera que éstas solamente afectan al derecho a la intimidad si  
han  sido  realizadas  en  lo  que  constituye  la  morada  o  espacios  donde  el  ciudadano  
desarrolla su actividad privada pero que dicho ataque no se produce si la grabación se  
realiza en espacios abiertos o zonas comunes de un inmueble como es el caso que nos  
ocupa al haber grabado imágenes en un garaje que es zona común, siendo indiferente que  
la comunidad de propietarios no hubiese dado el permiso para instalar la cámara ya que  
esto no afecta.

No puede entenderse que un garaje de una comunidad de propietarios existe una  
intimidad tal que impida efectuar grabaciones, habida cuenta que se trata de  un espacio 
común, lo mismo que las escaleras de acceso a viviendas de la comunidad, ajenas a todo  
privacidad, entendida desde el punto de vista de una intimidad personal constitucionalmente 
protegible, al tratarse de una zona de acceso a personas integrantes de la comunidad, y,  
por ello, pública, en tal sentido de permitir el acceso a dicha zona de todos los integrantes  
de  la  comunidad,  circunstancia  esta  relevante  a  la   hora  de  aplicar  la  jurisprudencia  
existente  sobre  esta  cuestión,  en  la  que  la  Sala  2ª  del  T.S.  viene  afirmando  que  la  
grabación  de  la  imagen  de  personas  en  espacios  abiertos  al  público  no  precisa  de  
autorización  judicial,  encontrándose  regulada  la  utilización  de  las  mismas  en  la  Ley  
Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, reguladora de la utilización de videocámaras por las  
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos (En este sentido STS de 18-3-2005,  
27-9-2002 y 15-2/1999 entre otras).  La STS de 14-10-2002 afirma la legitimidad de la  
grabación de la imagen de personas, sin que ello suponga una vulneración del derecho a la  
intimidad o a la propia imagen cuando dice que los derechos establecidos por la L.O. 5-5-82  
reguladora de la Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y  
a la Propia Imagen, no pueden considerarse absolutamente ilimitados.

Al trasladar esta doctrina al caso que nos ocupa hay que concluir que no ha existido  
vulneración de los derechos reconocidos en el art. 18-1  de la CE., porque no se puede  
equiparar el garaje de una Comunidad de Propietarios al domicilio de una persona, por  
cuanto que se trata de la grabación efectuada en un espacio abierto para toda la comunidad 
y no solamente para una persona en el ámbito privado de su domicilio, lugar donde se  
reconoce el derecho previsto en el artículo 18.2 de la Constitución. 

Y en definitiva vista la grabación, no se advierte que, al colocar la cámara grabadora,  
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se buscase inmiscuirse en ningún derecho fundamental de nadie ni fiscalizar entradas o  
salidas, sino que el denunciante lo dirigió a enfocar su plaza y su vehículo-con el campo de  
visión que corresponde al mismo-para detectar las actuaciones ilegales que se produjesen  
en el ámbito de esos espacios exclusivamente; por lo que no siendo el garaje donde se  
instala la cámara propiedad privada y de exclusivo uso de la imputada, no encuentro ningún  
problema  en  torno  a  la  legitimidad  en  la  obtención  de  las  imágenes,  dado  que  está  
amparado por el interés en el descubrimiento de un hecho delictivo”. (…)

VI

Respecto a las manifestaciones de la denunciante relativas a que ha solicitado acceso 
a las imágenes y se las han negado, cabe decir que el artículo 27 del Reglamento de 
desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, aprobado por Real Decreto 1720/2007 dispone que : 
“1.  El derecho de acceso es el derecho del afectado a obtener información sobre si sus  
propios datos de carácter  personal  están siendo objeto de tratamiento,  la  finalidad del  
tratamiento que, en su caso, se esté realizando, así como la información disponible sobre el  
origen de dichos datos y las comunicaciones realizadas o previstas de los mismos”.

Asimismo, el ejercicio del derecho de acceso es personalismo, lo que significa que el 
titular de los datos personalmente deberá dirigirse al responsable del fichero,  salvo poder 
expreso y por escrito del titular de los datos y fotocopia de los dos DNI (del titular de los  
datos y su representante) utilizando cualquier medio que permita acreditar el envío y la 
recogida de su solicitud, para el ejercicio de sus derechos, acompañando copia de su D.N.I.

En cuanto al acceso a imágenes hay que tener en cuenta la Instrucción 1/2006, de 8 
de noviembre, de la Agencia Española de Protección de Datos, sobre el tratamiento de 
datos personales con fines de vigilancia a través de sistemas de cámaras o videocámaras, 
que regula  este supuesto  de acceso,  en su artículo 5,  referido a los  derechos de las 
personas, determina: 

“1. Para el ejercicio de los derechos a los que se refieren los artículos 15 y siguientes  
de la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, el/la afectado/a  
deberá remitir al responsable del tratamiento solicitud en la que hará constar su identidad  
junto con una imagen actualizada. El ejercicio de estos derechos se llevará a cabo de  
conformidad con lo dispuesto en la citada Ley Orgánica y su normativa de desarrollo.

2. El responsable podrá facilitar el derecho de acceso mediante escrito certificado en  
el que, con la mayor precisión posible y sin afectar a derechos de terceros, se especifiquen  
los datos que han sido objeto de tratamiento. 

Posteriormente  en  el  supuesto  de  que  en  el  plazo  de  un  mes no  recibiese 
contestación  o  esta  fuese  insatisfactoria,  puede  presentarse  reclamación  de  tutela  de 
derechos  ante  esta  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos,  acompañando  la 
documentación que acredite la solicitud y recepción del referido ejercicio del derecho ante la 
entidad correspondiente.
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Ahora bien, debe tenerse en cuenta que la grabación realizada puede contener no 
solamente imágenes de la  persona que ejerce el  derecho de acceso sino de terceras 
personas siendo así que la visualización o la entrega de una copia de la grabación que 
contenga  imágenes  de  personas  distintas  a  quien  ejerce  dicho  derecho  de  acceso 
constituirá  una cesión de datos,  definida por  el  artículo  3  j)  de  la  LOPD como  “Toda 
revelación de datos realizada por persona distinta del interesado”.

La regulación de las cesiones de las imágenes como datos de carácter personal se 
encuentran en el artículo 11 de la LOPD, indicando su apartado primero que “Los datos de 
carácter personal objeto de tratamiento sólo podrán ser comunicados a un tercero para el  
cumplimiento de fines directamente relacionados con las funciones legítimas del cedente y  
del cesionario con el previo consentimiento del interesado” estableciendo el artículo 11.2  
ciertas excepciones, así el apartado a) prevé que la cesión esté autorizada por una Ley y el  
apartado d) cuando la comunicación que deba efectuarse tenga por destinatario al Defensor  
del Pueblo, el Ministerio Fiscal o los Jueces y Tribunales o el Tribunas de Cuentas, en el  
ejercicio de las competencias que tenga atribuidas”. 

Tomando en consideración la posibilidad de que el otorgamiento del acceso pueda 
dar lugar a una cesión de datos de terceros, esta Agencia ha venido sosteniendo, que el 
derecho de acceso reviste características especiales en el  ámbito de la videovigilancia, 
quedando restringidos los sistemas de consulta, tal y como prevé el número 2 del artículo 
28 de modo que no supone un derecho a obtener copia de la grabación efectuada ni  
siquiera a una visualización de la misma, sino solamente a tener conocimiento de aquellos 
aspectos a que se refiere el artículo 27.1 del Reglamento, anteriormente transcrito. 

En el caso que nos ocupa, por lo tanto aun cuando la denunciante tuviera derecho de 
acceso, lo tendría en las condiciones anteriormente descritas. 

VII

Por último, respecto a las manifestaciones de la denunciante relativas al posible 
incumplimiento del tiempo de borrado de las imágenes cabe decir que, las imágenes objeto 
de denuncia datan entre el  día 21/01/2016 y el  día 22/01/2016, siendo aportadas a la 
Dirección General de la Policía junto a denuncia en fecha 25/01/2016, por lo tanto en modo 
alguno habrían sobrepasado el tiempo legalmente establecido de borrado de las imágenes. 

No  obstante,  esta Agencia  se  ha  pronunciado  en  diversas  ocasiones  a  este 
respecto, señalando que respecto al plazo, sobre el que han de conservarse las imágenes, 
la elección de dicho plazo, no es arbitraria y sino que encuentra su fundamento tanto en la 
Instrucción 1/1996, sobre ficheros automatizados establecidos con la finalidad de acceder 
de controlar el acceso a los edificios, que en su norma quinta prescribe que “Los datos de 
carácter personal deberán ser destruidos cuando haya transcurrido el plazo de un mes,  
contado a partir del momento en que fueron recabados”. 

Ahora bien, la cuestión se plantea ante la existencia de alguna incidencia respecto 
de  la  grabación,  como  es  el  caso  que  se  plantea.  Así,  la  Ley  Orgánica  15/1999  de 
Protección de Datos de Carácter Personal viene a señalar que la cancelación dará lugar al 
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bloqueo  de  los  datos  de  carácter  personal  en  su  artículo  16.3,  al  establecer  que  “la 
cancelación dará lugar al bloqueo de los datos, conservándose únicamente a disposición de 
las  Administraciones  Públicas,  Jueces  y  Tribunales,  para  la  atención  de  las  posibles  
responsabilidades  nacidas  del  tratamiento,  durante  el  plazo  de  prescripción  de  éstas.  
Cumplido el citado plazo deberá procederse a la supresión”.

En relación con esta cuestión, ya se indicaba en informes de esta Agencia de fecha 
30 de julio de 2004 y 1 de agosto de 2005 lo siguiente:

“(...)  la Ley Orgánica 15/1999 viene regular el  bloqueo de los datos de carácter  
personal en su artículo 16.3, al establecer que “la cancelación dará lugar al bloqueo de los  
datos, conservándose únicamente a disposición de las Administraciones Públicas, Jueces y  
Tribunales,  para la  atención de las posibles responsabilidades nacidas del  tratamiento,  
durante el plazo de prescripción de éstas. Cumplido el citado plazo deberá procederse a la  
supresión”.

Este precepto, a su vez, se complementa con la previsión contenida en el artículo  
16.5 que indica que “los datos de carácter personal deberán ser conservados durante los  
plazos  previstos  en  las  disposiciones  aplicables  o,  en  su  caso,  en  las  relaciones  
contractuales entre la persona o entidad responsable del tratamiento y el interesado”.

Del análisis conjunto de las normas citadas se desprende que existirán supuestos  
en los que si bien deberá procederse a la cancelación de los datos, al haber dejado de ser  
necesarios para la finalidad que justificó su tratamiento, como sucederá cuando se haya  
producido la completa consumación del contrato que vincula al responsable del tratamiento  
con sus clientes, dicha cancelación deberá producirse mediante el bloqueo de los datos de  
carácter  personal  sometidos  a  tratamiento  que,  produciendo  unos  efectos  similares  al  
borrado físico de los datos, salvo en determinadas circunstancias, descritas por el artículo  
16.3 de la Ley Orgánica, no implicará automáticamente ese borrado.

Así, el artículo 16.3 viene a reconocer, en consonancia con lo previsto en el artículo  
16.5 de la Ley, que existirán determinados supuestos en los que la propia relación jurídica  
que vincula al afectado con el responsable del fichero y que determina, en definitiva, el  
tratamiento del  dato  de carácter  personal  cuya cancelación se pretende,  así  como las  
obligaciones de toda índole que pudieran derivarse de la citada relación jurídica y que  
aparecen  impuestas  por  la  Ley,  impedirá  que  la  cancelación  se  materialice  de  forma 
inmediata en un borrado físico de los datos.

En cuanto a las causas que podrán motivar la conservación del dato, sujeto a su  
previo bloqueo, y al margen de la relación jurídica con el afectado, a la que se refiere el  
artículo 16.5 de la Ley Orgánica 15/1999, éstas deberán fundarse en lo dispuesto “en las  
disposiciones aplicables” o a la “atención de las posibles responsabilidades nacidas del  
tratamiento”, tal y como prevé la meritada Ley.

En este sentido, para la determinación del período de bloqueo de los datos debe  
tenerse  en  cuenta  que  la  Sentencia  del  tribunal  Constitucional  292/2000,  de  30  de 
noviembre, viene a imponer, expresamente, el principio de reserva de Ley en cuanto a las  
limitaciones al derecho fundamental de protección de datos de carácter personal, de forma 
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que cualquier limitación a ese derecho (como sería la derivada del artículo 16.3 de la Ley)  
deberá constar en una disposición con rango de Ley para que el bloqueo de los datos  
pueda considerarse lícitamente efectuado. Así, a título de ejemplo, podría considerarse que  
el  bloqueo  habrá  de  efectuarse  durante  los  plazos  de  prescripción  de  las  acciones  
derivadas de la relación jurídica que funda el tratamiento, en los términos previstos por la  
legislación civil o mercantil que resulte de aplicación, así como el plazo de cuatro años de  
prescripción de las deudas tributarias, en cuanto los datos puedan revestir trascendencia  
desde el  punto de vista tributario (habida cuenta de la obligación de conservación que  
impone el artículo 111 de la Ley General Tributarias y el plazo legal de prescripción de  
cuatro  años  previsto  en  el  artículo  24  de  la  Ley  de  Derechos  y  Garantías  de  los  
Contribuyentes).

En todo caso, debe recordarse que el mantenimiento del dato bloqueado, supone  
una  excepción  al  borrado  físico  del  mismo  que,  en  definitiva,  es  el  fin  último  de  la  
cancelación (tal y como prevé el propio artículo 16.3, al indicar que “cumplido el citado plazo 
deberá procederse a la supresión). 

En consecuencia, a nuestro juicio, la cancelación no supone automáticamente en  
todo caso un borrado o supresión físico de los datos, sino que puede determinar, en caso  
de que así lo establezca una norma con rango de Ley o se desprenda de la propia relación  
jurídica que vincula al  responsable del  fichero con el  afectado (y que motiva el  propio  
tratamiento), el bloqueo de los datos sometidos a tratamiento. 

En  lo  atinente  a  la  determinación  de  los  períodos  en  que  el  dato  habrá  de  
permanecer bloqueado, en relación con lo dispuesto en el artículo 16.3, resulta imposible  
establecer una enumeración taxativa de los mismos, debiendo, fundamentalmente, tenerse  
en cuenta, como ya se ha indicado con anterioridad,  los plazos de prescripción de las  
acciones que pudieran derivarse de la relación jurídica que vincula al consultante con su  
cliente, así como los derivados de la normativa tributaria o el plazo de prescripción de tres  
años, previsto en el artículo 47.1 de la propia Ley Orgánica 15/1999 en relación con las  
conductas constitutivas de infracción muy grave.(…)”

Por último, en cuanto al  modo de llevar a cabo el  bloqueo, deberá efectuarse de  
forma tal  que no sea posible el  acceso a los datos por parte del personal que tuviera  
habitualmente tal acceso, por ejemplo, el personal que preste sus servicios en el centro  
consultante, limitándose el acceso a una persona con la máxima responsabilidad y en virtud  
de la existencia de una requerimiento judicial o administrativo a tal efecto. De este modo,  
pese  a  permanecer  el  tratamiento  de  los  datos,  el  acceso  a  los  mismos  quedaría  
enteramente restringido a las personas a las que se ha hecho referencia.”

Por lo tanto, en el supuesto que nos ocupa, la captación de las imágenes objeto de 
denuncia, fueron aportadas como medio de prueba en un procedimiento judicial, estando 
amparadas la conservación de las imágenes, en  el artículo  16.3 de la LOPD,  que señala 
que “la  cancelación dará  lugar  al  bloqueo de los  datos,  conservándose  únicamente  a  
disposición de las Administraciones Públicas, Jueces y Tribunales, para la atención de las  
posibles responsabilidades nacidas del tratamiento,  durante el  plazo de prescripción de  
éstas. Cumplido el citado plazo deberá procederse a la supresión”.
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A la vista de todo lo expuesto, se procede al  archivo del presente expediente de 
actuaciones previas, al no apreciarse vulneración a la normativa de protección de datos. 

A la vista de lo expuesto, procede el archivo del presente expediente de actuaciones 
previas.

Por lo tanto, de acuerdo con lo señalado,

Por la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos,

SE ACUERDA:

 PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

 NOTIFICAR la  presente  Resolución  a  COMUNIDAD  DE  PROPIETARIOS 
XXXX y a Dª. A.A.A..

De conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo 37 de la LOPD, en la 
redacción dada por el  artículo 82 de la Ley 62/2003,  de 30 de diciembre,  de medidas 
fiscales, administrativas y del orden social, la presente Resolución se hará pública, una vez 
haya sido notificada a los interesados. La publicación se realizará conforme a lo previsto en 
la Instrucción 1/2004, de 22 de diciembre, de la Agencia Española de Protección de Datos 
sobre publicación de sus Resoluciones y con arreglo a lo dispuesto en el artículo 116 del 
Reglamento de desarrollo de la LOPD aprobado por el  Real Decreto 1720/2007, de 21 
diciembre.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa (artículo 48.2 de la LOPD), 
y de conformidad con lo establecido en los artículos 112 y 123 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre,  del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas,  los 
interesados podrán interponer, potestativamente, recurso de reposición ante la Directora de 
la Agencia Española de Protección de Datos  en el plazo de un mes a contar desde el día 
siguiente  a  la  notificación  de  esta  resolución,  o,  directamente  recurso  contencioso 
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 25 y en el apartado 5 de la disposición adicional cuarta 
de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la notificación de este acto, 
según lo previsto en el artículo 46.1 del referido texto legal.

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos 
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